Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 44 minutos) 


La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial se complace en recibir a la señora 
Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, Arquitecta Graciela Muslera; al señor 
Subsecretario, Arquitecto Jorge Patrone; y al señor Director Nacional de Vivienda, Arquitecto Américo 
Rocco. 


Primero que nada, cabe aclarar que la señora Presidenta de la Comisión no se encuentra 
presente debido a que está haciendo uso de una licencia, por lo que la sustituye el señor Senador 
Domínguez. En consecuencia, por ser el Vicepresidente, me corresponde presidir esta sesión. Están 
presentes también los señores Senadores Juan Chiruchi, Eduardo Lorier y Héctor Tajam, a quienes 
solicito que luego de la comparecencia de la señora Ministra no se retiren, ya que debemos dar cuenta 
de los asuntos entrados. 


Esta invitación surgió a propuesta de la señora Presidenta de la Comisión de Vivienda y 
Ordenamiento Territorial habida cuenta de que, de acuerdo con las expresiones vertidas por el señor 
Presidente de la República el 1% de marzo y días posteriores, uno de los puntos más importantes que el 
Gobierno se propone llevar adelante es su plan de viviendas. Por ende, la Presidencia consideró 
oportuno invitar a la señora Ministra para que exponga ante los miembros de la Comisión los diferentes 
planes de vivienda que se están analizando. 


A esos efectos, concedemos el uso de la palabra a la señora Ministra de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y desde ya le agradecemos su presencia. 


SEÑORA MINISTRA.- Antes de comenzar, debo decir que es un placer reunirme con los señores 
Senadores y, como soy nueva en estas lides formales, les pido disculpas si no sé manejarme 
demasiado en el trabajo de la Comisión. 


La idea es presentar los objetivos generales -muy generales- del Plan de Impacto 
Habitacional o Plan de Solidaridad. 


Como primera precisión quiero aclarar que no se trata de un programa de entera 
responsabilidad del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, sino que está 
concebido para que se integren políticas sociales al tema de la vivienda y no será ejecutado solamente 
por parte de esta Secretaría de Estado. 


Voy a insumir parte de mi tiempo en presentar las líneas básicas del Plan de Solidaridad y 
posteriormente me gustaría dar a conocer a los señores Senadores las estrategias quinquenales del 
plan de vivienda. De esta manera, se podrá tener una visión sobre cómo pretendemos integrar las 
políticas de vivienda a este primer nivel de actuación, que sería el Plan de Solidaridad. El Plan de 
Solidaridad surge como respuesta a una emergencia en materia de vivienda constatada a lo largo de 
todo el territorio nacional. En un principio, el plan fue concebido para lograr mejorar y superar las 
condiciones de habitabilidad de esas viviendas. Cuando este plan es recibido en el Gabinete de 
Ministros como un instrumento que permitiría obtener un mayor impacto de las políticas sociales en los 
sectores más sumergidos, adquiere una profundidad mayor a la que tenía en su inicio. Básicamente, se 
trata de que la intervención en materia de vivienda sea un motor de desarrollo de otras capacidades 
sociales que permitan mejorar integralmente la calidad de vida de esas familias. 


A esos efectos, se plantean tres estrategias de trabajo. La primera de ellas tiene que ver con 
el hecho de que el Plan se centre en una actuación territorial; me refiero a concentrar las acciones del 
Estado en áreas de intervención definidas en el territorio y a decidir con los distintos Ministerios las 
políticas más adecuadas para revertir las condiciones que se consideren más críticas de ese territorio. 


Eso nace de la constatación de que el Estado viene interviniendo en muchas áreas, pero en 
forma inconexa y aislada, sin hacer un seguimiento correcto de las actuaciones. Pensamos que a 
través de este primer desafío, que busca integrar coherentemente las acciones del Estado, poseemos 
una llave muy grande como para tener más incidencia en las políticas. 


La segunda línea de trabajo consiste en reconocer que es fundamental la participación de las 
familias. El concepto es que la mejora se hace a partir de la voluntad y de la participación de la gente. 
Eso implica todo un trabajo social previo de definición de qué tipo de intervención es la más adecuada 
y de generación de las condiciones para concretar la mejora o la nueva vivienda. En ese sentido, se 
necesitaría realizar un trabajo integral hacia la familia, partiendo de las aptitudes laborales y de los 
conocimientos informales para lograr una plataforma de capacidades mayor. 


La tercera línea de trabajo es la integración del apoyo de la sociedad a este Plan. A este 
respecto, hablamos del tema del voluntariado. Cuando decimos que no alcanza solo con la acción del 
Estado para revertir esta fractura -que es mucho más profunda pues es, también, cultural y social- y 
que este Plan no solamente busca mejorar las condiciones concretas de la vivienda, sino también 
generar redes sociales que permitan volver a tejer ese relacionamiento que se rompió, nos vamos 
acercando a la tercera estrategia del Plan, que consiste en la convocatoria a los distintos sectores de la 
sociedad para que lo apoyen. En este sentido, hacemos referencia al llamado al trabajo voluntario con 
tres niveles de participación. La participación a través de asociaciones o de colectivos, la participación 
concreta de los estudiantes a través de la extensión universitaria y la participación de voluntarios 
individuales organizados en torno al Plan. 


En cierta forma, este es el esquema metodológico del Plan. El gran desafío es, a través de la 
intervención de estas tres patas, posibilitar en un período corto, de seis a nueve meses, la continuidad 
de la acción social con otros planes que se inserten a continuación y con objetivos más profundos. 


Entonces, el gran desafío sería que, después de esta intervención, parte de esa población 
acceda a oportunidades laborales y se incorpore a la educación formal y a actividades sociales como, 
por ejemplo, las deportivas y culturales. Quiere decir que se busca que este Plan y esta estrategia de 
trabajo en vivienda se continúen con la actuación de las otras políticas sociales, a efectos de ir tejiendo 
esa integración. Este programa no se va a ejecutar desde el Ministerio porque, básicamente, sus 
responsables son el MIDES y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, tal 
como nosotros lo planteamos. Lo que estamos proponiendo es que se maneje a nivel de Presidencia, 
es decir, que se cree una Unidad responsable del Programa y que desde las políticas quinquenales de 
vivienda se definan los otros niveles de actuación que puedan iniciar el proceso de reversión de esta 
segregación. Es allí donde surgen los desafíos concretos respecto a la política de vivienda que se va a 
definir. Uno de los objetivos o lineamientos del próximo Plan Quinquenal es diseñar las acciones que 
tiendan a profundizar el proceso de reversión de los asentamientos. Básicamente, estamos hablando 
de programas que tiendan a la relocalización de los asentamientos en terrenos inundables o 
contaminados, a la generación de políticas de rehabilitación urbana de todas esas periferias 

deprimidas y a la generación de políticas preventivas -especialmente aquellas que pongan a 
disposición de la población lotes con servicios- o una política de alquileres que permita aumentar su 
oferta y generar esas posibles vías de reversión. Nosotros no vemos el Plan de Solidaridad aislado, 
sino como un primer nivel de atención de este problema al cual deben seguir estas políticas que son de 
largo plazo, porque no pueden revertir en un quinquenio la situación de segregación social y urbana 
que hoy tenemos. Esta es la primera línea de acción. 


También tenemos líneas de acción estratégica, definidas a nivel del Ministerio, con respecto 
a cómo generar el mejor uso del stock habitacional existente, cómo generar un aumento de la oferta 
del mismo y cómo diseñar políticas dirigidas al financiamiento de esa construcción que nos permita 
profundizar en el stock que estamos ofreciendo. 


SEÑOR ROCCO.- Además de lo manifestado por la señora Ministra, quiero agregar que estamos 
trabajando en la elaboración del Plan Quinquenal de Vivienda en conjunto con las otras dependencias 
como, por ejemplo, la Agencia Nacional de Vivienda, MEVIR, PIAI y el Banco Hipotecario del Uruguay. 
Al mismo tiempo, estamos instrumentando consultas con las diecinueve Intendencias, que son un 
factor fundamental en la ejecución de todos estos planes. Los planes que van a conformar el Plan 


Quinquenal de Vivienda van a acompañar y servir de apoyo a este Plan de Solidaridad al que se refirió 
la señora Ministra y que tiene que ver con una política integral social. 


En lo que respecta específicamente a los Programas que corresponden a la DINAVI, nos 
estamos manejando en base a tres líneas centrales de actuación que tienen que ver con la 
rehabilitación urbana, con nuevas urbanizaciones planificadas y con un programa nacional de realojos, 
que acompañaría toda esta acción sobre las poblaciones más carenciadas. Hemos planteado algunas 
posibilidades de nuevos programas al ramillete que ya se ha abierto en la Administración anterior, y 
para la conformación del Plan Quinquenal estamos organizando la citación de un organismo que operó 
en el quinquenio pasado, que es el grupo asesor de la política de vivienda integrada por actores 
institucionales y sociales. En estos días ya empezamos a trabajar con algunos de estos actores para ir 
recibiendo los aportes de todos los interesados para la elaboración de dicho Plan. 


Creo que hay que destacar muy especialmente el papel que juegan las Intendencias en todo 
esto. Aspiramos a trabajar con las diecinueve Intendencias y a tratar de desplegar la mayor cantidad de 
opciones posibles en cada uno de los lugares, para lo cual precisamos el papel protagónico de las 
Comunas. Sabemos que hay dificultades de capacidad operativa por falta de masa crítica y de equipos 
técnicos -en algunos casos- de modo que trataremos de colaborar para fortalecer la capacidad 
ejecutora de todas las Intendencias. En esta primera ronda de consultas, el próximo viernes 
empezaremos a dialogar con algunas de las Intendencias, aspirando a ir trabajando en conjunto para 
elaborar los planes en cada uno de los departamentos y esperando contar con una intervención fuerte 
por parte de las Intendencias departamentales. 


SEÑOR PATRONE.- Quería remarcar el primer pilar de los tres que señalaba la señora Ministra, que 
refiere a la coordinación interinstitucional. Si bien parece algo muy obvio, tradicionalmente en el 
Uruguay los problemas de vivienda siempre fueron encarados de una manera unilateral, con una visión 
muy de arquitecto: si hay un problema de vivienda, lo solucionamos con una vivienda. Pero en este 
caso estamos hablando de dar un énfasis interinstitucional. Para referirme a ello voy a citar una 
investigación realizada no hace mucho tiempo en nuestro país sobre la llamada área Casavalle, en 
cuya superficie la inversión es de aproximadamente US$ 4:000.000 anuales, lo cual ha totalizado en 
los últimos veinte años alrededor de US$ 70:000.000. Ahora bien, esta inversión no tiene resultados a 
la vista, precisamente por no tratarse de un enfoque integral. Si uno dispone de US$ 4:000.000 y 
realiza una acción de impacto en una determinada área, los resultados serán muy distintos a que ese 
dinero sea producto de las intervenciones parciales en salud, en educación, en vivienda y en deporte, 
de una manera desintegrada y no armónica. Ese es uno de los principales motivos por los cuales el 
pilar número uno de esta acción va a ser una impronta en la que la coordinación interinstitucional del 
Estado sea su leitmotiv. Creo que la amplísima y exitosa experiencia que tuvo el Ministerio de 
Desarrollo Social en el quinquenio pasado nos da las bases y los fundamentos para incorporarle a esa 
experiencia otras visiones, donde la vivienda es -como decía la señora Ministra- un pretexto para tener 
las posibilidades de actuar, basados en el segundo pilar que es el involucramiento de aquellos que van 
a ser receptores de estas acciones. Sin dicho involucramiento no vamos a avanzar ni a lograr 
incorporar a esta franja de uruguayos al sistema formal, al de la educación, al sanitario, al deportivo y, 
por qué no, al habitacional. Entonces, podemos decir que este programa excede ampliamente el 
objetivo vivienda y por eso mismo va a tener un formato que no va a ser ejecutado exclusivamente 
desde el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, como uno pensaría 
habitualmente. Creemos que este primer pilar es el básico y el que definirá esta acción. Nos estamos 
refiriendo a este sector de la población, porque las políticas de vivienda -que más adelante desarrollará 
la señora Ministra- deben comprender, obviamente, a toda la ciudadanía. En una primera instancia, nos 
estaríamos dedicando a aquellos que han estado al margen del sistema formal y que, en sus 
estrategias de supervivencia, han adoptado distintas formas de incorporarse a la vida cotidiana. 


Por lo tanto, consideramos que el primer pilar es básico y que debe estar acompañado del 
segundo. El tercer pilar -tal como señalaba la señora Ministra- tiene que ver con el tema de la 
participación de la sociedad en su conjunto, que es lo que nos va a dar a todos la posibilidad de 
entretejer nuevamente aquella vieja máxima que acuñaba Varela en la escuela, diciendo que todos 
sentados en los bancos escolares íbamos a sentirnos más iguales. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- En principio, quisiera saludar a la delegación. Creo que hay muchos elementos 
a destacar en cuanto a las aspiraciones que se plantean, pero ya que se hizo referencia a las 


Intendencias, quisiera pedir si se puede profundizar un poco más a ese respecto. Evidentemente, las 
carteras de tierras tienen mucho que ver con esa territorialidad que debe encontrarse, pero quisiera 
saber si actualmente hay mejores posibilidades debido a la ley de ordenamiento territorial y medio 
ambiente. Planteo este tema, ya que ha sido problemático, al menos en el interior. ¿Cómo se supone 
que MEVIR va a trabajar en esto? ¿Va a tener una acción diferente a la que ha tenido hasta ahora? 
Como también se habló de MEVIR, me gustaría saber qué forma va a tener esa participación. 


Por último, quiero señalar que, a mi criterio, la idea de la participación de la gente en estas 
obras se vinculará con la ayuda mutua, que ha dado mucho resultado. Supongo que este universo 
también debe estar comprendido. 


Simplemente quería que la señora Ministra o sus asesores se refirieran a estos temas a los 
efectos de brindarnos algún dato más. 


SEÑOR ROCCO.- Con respecto a la cartera de tierras debo decir que se está trabajando en el tema, 
intentando que esté disponible en tiempo y forma para los distintos planes que se están desarrollando. 


El señor Senador Domínguez planteó la necesidad de ahondar un poco más en lo que tiene 
que ver con al trabajo llevado a cabo por las Intendencias. A este respecto, la DINAVI ha realizado 
unos cuantos convenios con diversas Intendencias en distintos tiempos. 


Concretamente, en el departamento del que es oriundo el señor Senador Domínguez hay 
varios planes en marcha, con una ejecución realmente exitosa, relacionados con áreas de trabajo que 
planteé en mi primera intervención, es decir, líneas de rehabilitación urbana, nuevas construcciones en 
determinadas zonas de la ciudad, etcétera. También hay proyectos cooperativos en marcha; 
justamente, hace unos días se reinició una obra que estuvo parada por mucho tiempo en una 
cooperativa de empleados municipales de Paysandú. Asimismo, asistí a la inauguración de viviendas 
en el barrio Curupí, un trabajo muy interesante llevado a cabo con gran participación de los usuarios. 
Se trata de varios programas que la Intendencia logró articular en un mismo lugar, generando un 
impacto urbano y social realmente muy importante. En este caso, a partir del PIAI, que plantea la 

infraestructura y procesa los realojos -siempre limitados- se detecta una situación de más de 
cincuenta viviendas de costaneros que era necesario mejorar. Entonces, en convenio con la DINAVI, se 
agrega un nuevo plan de autoconstrucción asistida y se construyen viviendas en los mismos predios 
donde se ubicaban los ranchitos de los costaneros. Ya se procedió a la inauguración de veintiocho de 
las cincuenta y cuatro viviendas y está en construcción la segunda etapa. 


Pero lo interesante de todo esto es que puedan confluir en un mismo lugar distintos 
programas, con fuentes de financiación diferentes, provocando un impacto urbano y social 
trascendente, en el que la Intendencia Municipal tiene un papel articulador fundamental. 


En el caso de Montevideo, se puede mencionar el vasto Programa Goes, en el que la Comuna 
logra hacer confluir nueve programas diferentes, con distintas financiaciones, transformando 
completamente la situación de una zona muy deprimida en su contrario, es decir, en un área pujante y 
densificada, con un cambio sustancial en el aspecto social. 


En ese sentido, el papel de las Intendencias Municipales es fundamental, reitero, 
convirtiéndose en uno de los ejecutores principales de los planes de vivienda, por lo que estamos 
trabajando en esa dirección. 


SEÑOR TAJAM.- Antes que nada, quiero dar la bienvenida a quienes hoy nos visitan. 


Quiero comentar que, como un acuerdo entre todos los actores políticos, pero 
particularmente compartido por cada uno de los Ministerios, este será un período de desafíos 
importantísimos en lo que tiene que ver con la inversión en sus distintas manifestaciones. La del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tiene un contenido más social que la 
de otras áreas, que tienen un carácter productivo, de infraestructura, etcétera. El país enfrenta un 
momento particular de definiciones en ese sentido. 


Casi todos los Ministerios han manifestado la necesidad de contar con un complemento o una 
asociación, muchas veces planteada en términos de inversión privada. Obviamente, en el tema de la 
vivienda hay un Plan de Solidaridad que lleva adelante el Estado, pero luego el Ministerio, en su órbita, 
maneja distintas instituciones que se relacionan con la oferta privada. 


Me gustaría saber si ustedes ya tienen preparado algún plan o líneas referidas a esa relación 
con la actividad privada. En el período anterior se habían logrado adelantos en ese sentido con la 
aprobación de algunas normas sobre instrumentos financieros, entre otras, y el Banco Hipotecario del 
Uruguay y la Agencia Nacional de Vivienda comenzaron a encarar una nueva etapa con un doble 
carácter. Dicha Agencia cuenta con un elemento que mencionó la señora Ministra, relacionado con el 
stock, que tiene un aspecto social muy importante en cuanto a los principales problemas que se 
pretende abordar. En ese caso, la Agencia Nacional de Vivienda ha manejado los dos aspectos, el 
social y el financiero, para promover otro tipo de oferta de vivienda. Aquí está también la cuestión del 
relacionamiento con el sector privado empresarial y lo que recién mencionaba el señor Senador 
Domínguez con respecto al tema cooperativo. Supongo que esa parte de lo que podríamos llamar 
sector privado se sumaría a todos estos instrumentos. 


Abarqué muchos aspectos, quizás para complementar lo que se había manifestado con 
respecto al plan quinquenal. 


SEÑORA MINISTRA.- Voy a tratar de contestar todos los temas, pues la pregunta que ha formulado el 
señor Senador es muy amplia. 


La gran incógnita que tenemos es con qué recursos vamos a contar y cómo los utilizaremos. 


La política desplegada en el último quinquenio permitió la vuelta al mercado de créditos del 
Banco Hipotecario, diseñándose una política de acceso en base al subsidio a la cuota, lo cual permitirá 
el acceso universal de quienes necesitan una vivienda. Pero lo cierto es que no contamos con los 
recursos suficientes para atender la gran demanda. 


Entonces, visualizamos dos caminos de trabajo. Uno de ellos es el de apartarnos de la visión 
tradicional del uso del FONAVI y seguir profundizando en la vía de dirigir el subsidio directamente a la 
persona, facilitando el acceso al crédito de aquellas familias que son riesgosas desde el punto de vista 
de la obtención de un crédito privado. Uno de los desafíos que tenemos aquí es la autorización a la 
banca privada para participar en el esquema de crédito y subsidio. En el Ministerio existe una discusión 
interna con respecto a ese tema, porque visualizamos el riesgo de que el mecanismo de los subsidios 
vaya dirigido a financiar créditos o unidades que no correspondan directamente a los sectores que 
nosotros sabemos que debemos apoyar. La intención es acompañar el acceso al crédito y subsidio de 
la banca privada con una cartera de proyectos que consoliden ciudad y programas habitacionales en 
aquellos sectores a los que, sin incentivos, el inversor privado no va. El tema es definir ese esquema 
de incentivos para lograr la inversión privada en la construcción de vivienda de interés social. En los 
últimos cinco años se hicieron avances, pero no hemos logrado una producción basada en el capital 
privado, aunque es cierto que desde APPCU y la Cámara de la Construcción, tenemos las puertas 
abiertas y propuestas para definir el cómo. 


Otra de las líneas de trabajo es revisar la ley de inversiones y promover instrumentos que 
lleven o faciliten la inversión en vivienda de interés social. 


SEÑOR TAJAM.- Quisiera que se aclarara esta idea, porque me parece muy importante. Hasta ahora, 
la ley de inversiones es una norma que promueve proyectos productivos, sobre todo, industriales, de 
transformación, de servicios, turísticos, etcétera. Pero de acuerdo con lo que la señora Ministra está 
planteando, el sector de la construcción no estaría incluido dentro de lo que se desarrolla en dicha ley. 
Quisiera confirmar si efectivamente eso es así, porque me parece que se trata de un aspecto 
realmente innovador. 


SEÑORA MINISTRA.- Así es, señor Senador. Se plantea que si el Estado no puede construir y el 
sector privado sí puede hacerlo, esas exoneraciones o incentivos no constituyen pérdida para el 


Estado, puesto que la inversión vendría a cumplir un papel que este no está en condiciones de 
desarrollar. Entonces, esa es una de las líneas de trabajo y de acuerdo. 


Por otro lado, hay elementos interesantes, como la promoción de empresas mixtas en 
emprendimientos urbanos, y en esto es muy importante el trabajo de caracterización de la cartera de 
tierras. El esquema que estamos trabajando incluye la posibilidad de integrar emprendimientos 
inmobiliarios, participando nosotros con la tierra y con la infraestructura, y el privado con la 
construcción, pudiendo agregarse algún incentivo de exoneración en leyes sociales. 


Otro tema a considerar es la forma en que atraemos las inversiones desde las AFAP a través 
de la maduración del mercado de créditos hipotecarios y, fundamentalmente, mediante el instrumento 
de notas hipotecarias. Se trata de un proceso que se inició en el último quinquenio -la ley fue aprobada 
en setiembre de 2009- y apostamos a que, a través del trabajo del Banco Hipotecario, ese fondeo con 
el mercado de capitales se concrete. De todas formas, el nivel de fondos no estaría a la altura de las 
necesidades, porque las posibilidades de fondeo dependen de la cantidad de créditos sin riesgos 
emitidos por dicho Banco; entonces, esas posibilidades no son muchas. 


Queremos destacar también el trabajo que planteamos realizar junto con el Ministerio de 
Economía y Finanzas, en el sentido de analizar la posibilidad de mecanismos de inversión de las AFAP. 


Estos son, pues, los mecanismos de financiación extrapresupuestal que estamos manejando. 


Por otra parte, hay que tener en cuenta la creatividad en el propio manejo del FONAVI, ya 
que por ley este fondo se destina exclusivamente al crédito para vivienda en propiedad privada. 
Realmente queremos comenzar a transitar por el camino de los fondos de garantías de alquileres y de 
la política de alquileres. En este aspecto, vemos que hay un stock muy grande de viviendas en desuso, 
así como también distintos diagnósticos acerca de por qué están en esa situación. Algunas de las 
razones son problemas jurídico - notariales, mientras que otras tienen que ver con el hecho de que no 
reúnen condiciones de habitabilidad y requieren una gran inversión en rehabilitación. Por consiguiente, 
creemos que es necesario buscar la manera de instrumentar políticas públicas que rehabiliten ese 
stock, por ejemplo, políticas de créditos blandos que lleguen a los pequeños propietarios, de manera 
de reciclar esas viviendas y ponerlas en alquiler. O tal vez podría tratarse de políticas de promoción de 
la construcción de viviendas en alquiler, con los dos niveles de inversión, ya sea del pequeño 
propietario o de actuación, y hacia el inversor. De todas maneras, esto implicaría dar un marco legal 
distinto al uso del FONAVI. En definitiva, se trata de líneas que estamos estudiando para ver cómo, a 
través del impulso al mercado de alquiler, podemos dar una solución real a la situación actual. 


SEÑOR PATRONE.- Simplemente deseo insistir en la idea que muy bien viene desarrollando la señora 
Ministra y llevarla a un concepto más general: necesitamos reforzar y ajustar urgentemente la oferta 
habitacional para que no se derive en una escalada de los precios de los alquileres. Como bien saben 
los señores Legisladores, la construcción de nuevas viviendas no es un proceso que, al menos en 
nuestro país, con la tecnología tradicional, se resuelva en poco tiempo. Existen países que solucionan 
este tema en treinta días, pero mediante el uso de tecnologías y materiales totalmente diferentes a los 
que tradicionalmente nosotros estamos acostumbrados. Mientras no cambiemos también el aspecto 
tecnológico y mantengamos las producciones tradicionales, estaremos constreñidos a que los procesos 
de oferta en el mercado de vivienda conspiren contra la necesidad a la cual hoy día estamos 
enfrentados. 


SEÑORA MINISTRA.- Otro aspecto del financiamiento -en el que me parece sumamente importante 
profundizar como parte de la política que se viene desarrollando desde el Ministerio- tiene que ver con 
la posibilidad de promover la obligación de la devolución. Durante los últimos cinco años se trabajó 
fuertemente en la cartera morosa del Banco Hipotecario del Uruguay -que pasó a la Agencia- así como 
en políticas de reestructura, y nos encontramos con que los niveles de devolución del FONAVI son 
ínfimos y no existe planificación en base a la devolución. Esto forma parte de una definición de las 
condiciones de partida y de cómo esta política no está bien insertada en la cultura de la sociedad. 
Aunque sea poco lo que se obtenga en dinero mediante la línea concreta de trabajo, de promoción del 
ahorro para vivienda y de transparencia en los niveles de devolución según cada uno de los programas 
-me refiero a programas cooperativos- igualmente nos interesa profundizar en ello. Cuando digo que no 


hay control de las devoluciones y, por lo tanto, menos existe planificación sobre ese FONAVI que 
vuelve, lo que pretendo es resaltar que partimos de un Estado que no ha gerenciado esa política; dicho 
de otra manera, no existe historia de gerenciamiento de las deudas. Por lo tanto, ese cuidado que 
debemos poner en el diseño de nuevos instrumentos de amplificación de la oferta de la vivienda en 
alquiler, también lo tenemos que poner en práctica a la hora de exigir, por un lado, la implementación 
de un sistema que defina la cuota de acuerdo con la capacidad de cada familia gracias al subsidio y, 
por otro, la planificación en base a esas devoluciones. 


Por último, no debemos olvidar el impulso al ahorro como la base de un esfuerzo familiar 
para que esto no se considere un regalo, pues es el producto de la sociedad que se esfuerza para 
solucionar el problema y dar soluciones de vida digna a ciertas familias; por eso, es necesario 
promover ese esfuerzo, actitud que, sin dudas, se perdió. En el año 2008 el Banco Hipotecario del 
Uruguay presentó su línea cuenta vivienda; este es uno de los sistemas que queremos promocionar 
con fuerza porque, de lo contrario, nos encontramos con el problema de que están las viviendas 
nuevas pero las familias no cuentan con capacidad ni cultura de ahorro como para ingresar en él. 


SEÑOR CHIRUCHI.- En primer lugar deseo celebrar la presencia de la señora Ministra de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, del señor Subsecretario y del señor Director Nacional de 
Vivienda y augurarles lo mejor pues, por cierto, tienen un hermoso pero complejo y difícil desafío. 
Existe mucha expectativa en el país, fundamentalmente en aquellas regiones o escenarios más 
empobrecidos de la población por la situación social y económica que se vive debido a diferentes 
circunstancias. 


Simplemente, quisiéramos saber cuál es la situación actual del programa de vivienda 
proyectado por esa Secretaría de Estado porque, si bien tenemos conocimiento de que han estado 
trabajando antes de asumir sus cargos, somos conscientes de que en menos de treinta días no se 
puede avanzar mucho. Es probable que todavía no tengan información sobre los recursos de que 
dispone el Estado -que es la herramienta fundamental- a través de todos los escenarios posibles, para 
lograr mitigar el gran desvelo de un importante número de pobladores del Uruguay, o sea, el tema de la 
vivienda. También somos conscientes de que se han probado distintas modalidades y, si bien muchas 
de ellas han sido exitosas, es probable que se generen y se creen otras en el futuro, durante la gestión 
de este Gobierno. Por nuestra parte, vamos a estar ayudando en procura de generar ideas y hallar las 
fórmulas que nos permitan alcanzar las mejores soluciones, tal como todos lo deseamos. 


Nosotros venimos del interior del país y, aunque nuestra responsabilidad estuvo centrada en la 
acción ejecutiva, al igual que ustedes, estamos aprendiendo a integrar un escenario de Gobierno. 
Siento que todos los días voy a aprender algo en el quehacer parlamentario y lo haré con la mejor y 
más sana intención de ayudar y respaldar a los jerarcas del Gobierno de turno a efectos de que logren 
los mejores objetivos, porque todos estamos comprometidos con el futuro del país. 


Actualmente, el tema de la vivienda es uno de los escenarios más críticos. No es nuestra 
intención estudiar en detalle las modalidades que se han probado para generar soluciones ni cada uno 
de los escenarios, porque sabemos que algunos de ellos son muy complejos, como es el caso de los 
asentamientos que crecieron y siguen creciendo. 


En ocasión de ser titular del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, tuve oportunidad de recorrer muchos asentamientos y me encontré con cientos y miles de 
vecinos que venían del interior -expulsados del interior profundo, del país rural- que salieron a buscar 
mejores condiciones de vida y, muchas veces, como decimos nosotros, encandilados por las luces de 
bengala, se han trasladado a los centros poblados, a las ciudades más cercanas, y han llegado 
masivamente a Montevideo -la gran ciudad- dejando la campaña despoblada; es así que muchos de 
ellos fueron expulsados hacia la periferia y se han tenido que ubicar en lugares que no les son propios 
y no cumplen con las condiciones mínimas para la instalación de viviendas ni para el desarrollo 
humano. Resulta claro que nadie va a vivir por placer a orillas de los arroyos Pantanoso y Miguelete o 
en alguna zona que pudiera ser inundable. Sabemos que la responsabilidad y las expectativas son 
muy grandes, pero pensamos que las experiencias deben ser potenciadas; me refiero, por ejemplo, al 
caso de MEVIR, pues la vivienda y la unidad productiva ayudan a afincar a los hijos de los peones y a 
las familias rurales en el campo. Hasta que no me demuestren lo contrario, no quisiera que el MEVIR 


estuviera vinculado a las ciudades y a los pueblos. El MEVIR nació para erradicar la vivienda rural 
insalubre y en muchos de los casos promovió la emigración del campo a la ciudad. 


Por otro lado, creo que también tendremos que analizar en profundidad el tema de la Ley de 
Ordenamiento Territorial. Conozco situaciones de muchas familias que tienen trabajo en el campo, en 
las zonas de Kiyú y de Rincón del Pino, departamento de San José -zonas con Índice Coneat de 
alrededor de 260, con una producción muy intensiva- que quieren quedarse allí porque tienen 
asegurado su trabajo. La Ley de Ordenamiento Territorial va a llevar a que esos grupos habitacionales 
se ubiquen en zonas vinculadas a los centros urbanos, donde hay vocación urbana y donde se 
encuentran los servicios. 


Debemos discutir y analizar estos temas, así como el relativo a la vivienda para los jóvenes. 
Soy padre y mis hijos me cuentan las dificultades que deben atravesar chicos que quieren casarse y 
formar sus familias. Hace tiempo que nos debemos una política de vivienda para los jóvenes. Me 
preocupa que se diga que debemos generar y potenciar una política de vivienda para los pasivos; 
cuando estamos pensando en una política de vivienda para los abuelos demostramos que hemos 
estado omisos en resolver el tema de la vivienda en este país. No obstante, hay ancianos que no 
tienen lugar donde residir y merecen su autonomía, así como pasar los últimos años de su vida en 
forma decorosa. 


El crédito es fundamental; el crédito y el subsidio para viviendas de interés social pueden ser 
un aliciente para que las familias construyan su casita en un predio del que puedan disponer. Hay 
diferentes modalidades para lograr potenciar el crédito. 


Por otra parte, creo que sí o sí debemos buscar la manera de bajar el costo de los alquileres. 
El Estado no puede quedarse con una porción del monto de los alquileres como lo hace hoy a través 
de impuestos que rigen para los mismos. Lo que constituye un mal negocio para el Estado, para la 
salud pública y para la seguridad, etc. 


A su vez, me parece que está probado que la vivienda, a través del sistema cooperativo, 
funciona. 


Todas las intendencias tienen dificultades económicas; conocemos bien ese tema pues 
estuvimos veinticinco años cerca de un municipio. No obstante, sabemos que hay voluntad para buscar 
un entendimiento con ellas y la tierra puede ser un aporte, si se les da la seguridad de que se va a 
instrumentar una canasta, un crédito o un grupo habitacional. Por experiencia propia puedo afirmar que 
los municipios no están en condiciones de dar tierra sin que se les brinde la seguridad del otorgamiento 
del financiamiento correspondiente para el plan habitacional. En lo personal, me pedían tierra para un 
grupo habitacional; en San José había muchos pero, ¿qué seguridad tenía ese grupo humano de que 
iba a lograr la solución habitacional, el proyecto o la financiación? Muchos de ellos estaban bregando 
por un crédito hacía quince años. 


En síntesis, considero que es mucho el trabajo que hay por delante y es muy grande la 
responsabilidad. Por supuesto que hay urgencia en lo que tiene que ver con una responsabilidad social 
para con quienes están viviendo momentos más difíciles, situaciones más críticas, tal como lo 
mencionó al comienzo de su exposición la señora Ministra. El Estado y la actividad privada juegan un 
papel preponderante en este sentido. El Banco Hipotecario debe asumir el rol social que anteriormente 
tuvo de auxiliar fundamentalmente a la clase media de este país, en forma directa o indirecta y/o a 
través de las empresas privadas. 


Es lógico pensar que de esta reunión no iba a surgir un plan de vivienda ni mucho menos, 
pero era la oportunidad de vernos las caras e intercambiar opiniones con relación a un tema tan 
importante, que se nos ha ido de las manos. Creo que debemos pensar en generar soluciones 
habitacionales en lugares donde haya o se pueda generar actividad, porque trabajo y vivienda son dos 
temas que van de la mano. 


En cuanto al tema de la devolución, quiero señalar que lo conozco y sé que no es fácil 
porque no se puede romper con una cultura que tiene muchos años en nuestro país. Hagan lo 
imposible para empezar a instalar esa otra cultura, pero no detengan el ritmo de la gestión pensando 
en crearla, porque el tiempo pasa velozmente y cuando miren el calendario advertirán cuánto se perdió 
en tratar de hacer, en poco tiempo, lo que no se hizo en los últimos años. Les deseo lo mejor. 


SEÑORA MINISTRA.- Quiero referirme a tres aspectos. 


El primero tiene que ver con el marco de trabajo, es decir, la inserción del programa de 
vivienda dentro de las políticas de ordenamiento territorial, aspecto en el que estamos trabajando 
fuertemente tratando de generar esas instancias transversales como para tener arriba de la mesa en la 
medida en que comenzamos la implementación del Plan el panorama de nuevas inversiones, los 
planes de infraestructura, tanto a nivel ferroviario como portuario, y los planes del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. Estamos trabajando incipientemente y pretendemos darle mucha 
fuerza al trabajo en el Comité Nacional de Ordenamiento Territorial. No solo tenemos que mirar cómo 
revertimos la situación, sino cómo impulsamos el diseño de políticas habitacionales junto a los polos 
productivos. Esta es una de las puntualizaciones que quería hacer. 


El segundo tema es el de la Agencia Nacional de Vivienda. Nosotros tenemos ese gran amor 
al Banco Hipotecario por lo que implicó su historia en nuestra sociedad. La Agencia viene a cumplir el 
rol de ejecutor que antes estaba disgregado entre el Ministerio y el Banco. El gran desafío que tenemos 
en este Período es lograr que la Agencia Nacional de Vivienda se fortalezca a través de su red de 
sucursales y pueda apoyar a los Gobiernos Departamentales en la gestión de los planes de vivienda, 
es decir, que pueda ser ejecutora de la gestión, no solo física, sino del trabajo de recuperación de 
créditos y de seguimiento social de la política. 


El otro aspecto que quiero señalar es el de convertir a la Agencia Nacional de Vivienda en el 
interlocutor con la inversión privada, o sea que sería el organismo capaz de analizar proyectos y 
gestionarlos desde el punto de vista arquitectónico, económico y financiero. 


Por último, quiero referirme a otra línea de trabajo a largo plazo -en la medida en que 
nosotros fortalezcamos los roles institucionales que se rediseñaron en el último quinquenio- que tiene 
que ver con el rol del Ministerio como promotor de una política de calidad en la construcción. Hay 
mucho por hacer en ese sentido si queremos pensar en el 2030, o en un largo plazo, sin los acuciantes 
problemas actuales. No podemos hablar de revertir esto con la actual situación de la industria de la 
construcción. Para ello se plantearon tres líneas de trabajo con todos los actores involucrados y no 
desde el Ministerio solo como equipo técnico. Una de ellas es la calidad de las obras, de los proyectos; 
otra es la innovación en tecnologías aplicadas a la vivienda. Al respecto, no tenemos un cuerpo de 
normas que, por ejemplo, permitan el uso apropiado de la madera en la construcción. Estamos muy 
atrasados en ese aspecto y el gran desafío es generar, a partir de nuestra Cartera, una política clara de 
protocolos que permitan la inserción de nuevas tecnologías junto con una red de laboratorios que 
monitoreen esa calidad. Estamos pensando en dar los primeros pasos, fundamentalmente en torno a la 
producción de viviendas en madera. La política consistiría en seguir la línea brasileña, en la medida en 
que no tenemos normas estructurales ni una red nacional de laboratorios que nos permitan testear las 
prestaciones de esos materiales o esos productos y conformar un Comité asesor de alto vuelo, 
empezando a dar autorizaciones de calidad precarias. La idea es que, con un programa de trabajo, en 
dos o tres años podamos laudar la resistencia estructural, el desempeño y el mantenimiento, para ir 
perfeccionando esas certificaciones. Con esto, intentaremos conseguir que nuestra gente tenga a su 
disposición tecnologías que le permitan construir más rápido y más barato, sin tener que gastar lo que 
ahora cuesta la mano de obra tradicional, en el caso de la autoconstrucción. En una primera instancia, 
la idea es que lo que hoy se invierte en una canasta de materiales -esta suma gira en torno a los US$ 
8.000- se abra al campo de esas tecnologías que van a tener una autorización precaria. Este sería el 
primer paso para avanzar en una política de innovación. 


El tercer lineamiento de trabajo para mejorar la calidad de la construcción es la capacitación 
de la mano de obra. Creemos que desde el Ministerio debemos impulsar una política adecuada, junto 
con la UTU y la Universidad de la República, para generar los conocimientos técnicos que nos 


permitan salir del círculo de las tecnologías tradicionales y poder implementar construcciones a nivel 
empresarial con otras técnicas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradezco a los visitantes las explicaciones sumamente claras que han dado 
hoy a la Comisión. Me voy a permitir hacer un par de preguntas y alguna sugerencia. 


He escuchado que aparentemente el Plan va a ser ejecutado por una unidad responsable 
integrada por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el MIDES. Quizás 
la creación de esa unidad requiera una ley; por tanto, si el Ministerio lo desea, puede enviar al Director 
Nacional de Vivienda o a quien sea a trabajar junto con la Comisión en la redacción de esa norma legal 
que, obviamente, es nuestra tarea en el Parlamento. Quizás de esa forma se pueda acelerar el 
proceso, en la medida en que aquí hay Legisladores de todos los Partidos y, de nuestra parte, 
podemos aportar el conocimiento que tiene el Parlamento a través de su cuerpo de asesores. Esto es 
lo primero que sugeriría al Ministerio, pues pienso que podríamos trabajar conjuntamente en esa área 
que es específicamente la nuestra. 


Por otro lado, creo que los plazos que se manejan quizás sean un poco ambiciosos; se ha 
hablado de seis a nueve meses, para luego pasar a otras etapas. No sé si esos plazos son fruto de la 
voluntad -y es bueno que sean cortos, porque si se manejan plazos largos van a ser más largos aún- 
pero en todo caso pediría que se me ampliara un poco ese tema. 


Con respecto a los polos productivos, debo recordar que existen experiencias buenas y 
malas en el Uruguay. Como ejemplo de una experiencia mala, basta con recorrer los lugares en los que 
hace muchísimos años se construyeron las represas de Rincón del Bonete, de Baygorria y, peor aún, 
de Palmar, donde hay un pueblo que tiene ocupado un 15% ó un 20% de las viviendas, en un país que 
no tiene viviendas. Una experiencia mejor o más planificada es el caso de Botnia, pero hoy hay 

inversiones en el país -podríamos citar el intento de Conchillas, que llevó a un movimiento 
importante desde el punto de vista urbanístico, o lo que hoy se anuncia en Aratirí o en La Coronilla- que 
quizás ameritarían una buena intervención del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, ya que deben construirse viviendas para que quienes vayan a trabajar en esas obras vivan 
allí durante el período de construcción. Salvando las distancias, podemos decir que Barcelona se 
recicló con los Juegos Olímpicos, pues la villa olímpica donde se llevaron a cabo se construyó en una 
zona que estaba muy deteriorada, y luego se transformó en un conjunto habitacional que le cambió la 
cara a la zona portuaria de la ciudad. Entonces, creo que se podría hacer un seguimiento en esos 
polos productivos y para ello se requerirán de esas inversiones y de la ley de inversiones. En ese 
sentido, quizás esta Comisión pueda hacer algún aporte y estudiar algún tipo de norma, en lo que sería 
muy importante la participación o la opinión del Ministerio. 


En cuanto a la ley de inversiones, creo que es muy novedosa la propuesta a la que hacía 
referencia el señor Senador Tajam y, al respecto, pienso que de nuestra parte también algo podremos 
aportar. Actualmente, la coyuntura mundial está llevando a que los países que eran los más 
importantes en materia de construcción, como Estados Unidos, hoy tengan una construcción casi nula. 
En ese sentido, hay capacidad ociosa porque nos hemos quedado sin mercados en muchas fábricas 
que están en el norte del país, como en la zona de Tacuarembó, donde se hacen plaquetas de madera. 
Ésta sería una buena oportunidad para incluir estos puntos en los planes, ya que a través de un buen 
incentivo hacia el mercado local se puede poner en funcionamiento y solucionar un doble problema de 
falta de trabajo y de movimiento en la zona. 


En lo que tiene que ver con el voluntariado y con la coordinación con otras actividades, no se 
puede más que coincidir con este criterio en cuanto a que no se trata solamente de brindar una 
vivienda. En lo personal, he tenido experiencias cercanas de entrega de viviendas y a los seis meses 
he constatado que sus habitantes habían vendido las puertas y las ventanas, y ello es porque no se ha 
trabajado como es debido. 


Por otra parte, hay una experiencia muy linda en Casavalle, en Los Pinos, cuya visita 
recomiendo porque se trata de un trabajo muy integral e integrador. Allí se puede ver cómo esa zona va 
creciendo a partir de intervenciones en la educación, en el deporte, etcétera, y se observa el contraste 
con otras zonas a menos de media cuadra. O sea que la coordinación del voluntariado social es algo 


necesario. Quizás también sería conveniente -estoy seguro de que en esto mis compañeros verán 
algún interés político- concentrar la intervención en áreas de territorio, que es uno de los tres caminos 
que se señalaron. Me gustaría saber si el Ministerio se planteó algún criterio de prioridad en ese 
sentido para evitar líos entre los amigos Intendentes, que por suerte estarán luchando por su 
departamento, mientras que nosotros, los políticos, estaremos pidiendo que se empiece por donde 
creemos que hay mayor urgencia. 


SEÑORA MINISTRA..- En la mesa de trabajo del equipo de gabinete social se consideró el diagnóstico 
de situación de asentamientos irregulares elaborado por Jack Couriel y Marta Cecilio en el año 2008 
para el PIAI, que define aproximadamente noventa y cuatro áreas de intervención a nivel nacional en 
las que hay asentamientos irregulares que se pueden consolidar y otros no consolidables, además de 
áreas regulares -o sea, formales- en situación precaria. Esas son las áreas en las que nos hemos 
planteado una intervención. 


La idea es que cada uno de los Ministerios o de los desarrolladores de políticas sociales 
haga un relevamiento sobre los programas y las políticas que hoy están en marcha o en vías de 
instrumentación en esas áreas, y recién a partir de ahí nosotros haremos un análisis para detectar en 
qué lugares es prioritaria la atención y en qué programas debemos hacer hincapié. 


Esto se relaciona con otra duda que se planteó acerca de por qué se habla de seis o nueve 
meses. Debo decir que no concebimos esto como un programa de sustitución o refacción integral de 
viviendas. La idea es actuar en situaciones de extrema indigencia, sustituyendo o mejorando las 
viviendas, o simplemente llevar a cabo una intervención física que a nivel social genere un cambio en 
la calidad de vida del área; me refiero a intervenir en alcantarillado, construyendo una plaza de 
deportes o haciendo algo que tenga que ver con equipamiento urbano o social. De ahí surgió el 
nombre inicial “Plan de Impacto”, buscando demostrar que podemos sacar de un entorno indigno a los 
más precarios, generar mejores condiciones del grupo social e implantar las redes para que otros 
programas sigan actuando en pro de la consecución de esas metas. Ello implica que después de este 
primer nivel de atención, si se lograran crear capacidades para la autoconstrucción o grupos 
cooperativos, desde las políticas de vivienda deberíamos buscar la forma de llegar con la financiación, 
el apoyo y la tierra para que esos grupos construyan una salida a su propia situación habitacional. 


Sabemos que esas políticas no se pueden llevar a cabo en seis meses, sino que implican dos 
o tres años de actuación y de seguimiento. Esta es la diferencia sustancial entre el programa de 
solidaridad o de impacto y las políticas de vivienda, que deben seguirles. Lo que buscamos con este 
programa es revertir lo más dantesco y generar mejores condiciones de incidencia de las políticas 
sociales, considerando la política de vivienda como una más y haciendo la autocrítica de que no 
estábamos llegando. 


SEÑOR PATRONE.- El detalle que voy a mencionar es muy banal, pero pensamos que si se dispone 
de $ 100.000, por ejemplo, es preferible realizar este tipo de actuaciones que benefician a quince o 
veinte familias y no destinarlo a dos o a una, pues construir una vivienda nueva se llevaría el costo 
total. Repito que ese es el esquema, muy de brocha gorda, pero que expresa la idea original. 


SEÑOR LORIER.- Antes que nada, quiero saludar al equipo del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


Respecto a lo que se ha manifestado, recuerdo que hemos recibido de nuestro Presidente de 
la República una clara definición acerca de que la prioridad es atacar la compleja y multifacética 
problemática de los asentamientos. En ese plano, la fuerza política que gobierna hace hincapié en su 
programa a este respecto y en el programa de la vivienda en general. Entonces, cabe una primera 
reflexión en torno a las prioridades presupuestales que comenzaremos a discutir este año y que 
entrarán en vigencia en 2011. Más allá de todos los elementos de potencial financiación o participación 
privada, sin duda el Estado volcará importantes recursos para priorizar la atención de una situación 
humana tremendamente compleja y muy cercana a la vida animal, como la que se constata en 
numerosos asentamientos de Montevideo y del interior del país. Señalo, pues, que una de las claves 
del futuro Presupuesto Nacional deberá ser, precisamente, la priorización del tema de la vivienda, 
buscando un fuerte impacto en esa ley que se habrá de aprobar. Digo esto porque no me quedó 


claro ese aspecto en la exposición realizada por el equipo -aunque seguramente será así, en 
función de lo que hemos planteado en la campaña electoral- y, si bien podemos compartir todo lo 
vinculado con la actividad privada, creemos que el Estado tiene el deber de invertir, desde el punto de 
vista presupuestal, fuertes sumas en este tema. 


Por otro lado, como he señalado, los elementos que estoy planteando estarán vigentes -si es 
que lo están- a partir del año que viene y para los próximos cinco años, pero en este momento 
tenemos que atender una emergencia, tal como lo hace notar el señor Presidente de la República con 
gestos muy simbólicos e importantes, como el de anunciar que donará parte de su salario -lo que no es 
menor- para un fondo solidario, pero también solicitando otras donaciones. Sin embargo, entiendo que 
hay algún otro mecanismo que también se podría utilizar -lo hemos conversado en ciertas 
oportunidades con parte del equipo económico del Gobierno anterior- consistente en “destopear”, sin 
necesidad de aprobar una ley, los actuales topes al gasto en vivienda, a los efectos de que se 
incrementen los recursos para invertir en esa materia. Lo digo no solo por la urgencia y por todo el 
discurso político y social que hemos venido implementando, sino por la sensibilidad del tema, que creo 
todos compartimos, más allá de los caminos que se estén manejando con respecto a distintas 
potencialidades o capacidades de financiación por parte del sector privado. Como sabemos, este 
sector ha tenido experiencias bastante negativas con respecto a la calidad de la construcción, como así 
también en cuanto a los controles que se le han realizado, lo que ha significado graves problemas que 
luego son difíciles de remendar. Además, hemos pagado muchísimos recursos en planes de vivienda 
que han sido muy caros y, ciertamente, podrían haberse multiplicado enormemente. 


Aquí debo hacer otra reflexión relacionada con la participación de actores sociales con alta 
experiencia en estos temas en el equipo que se está pensando concretar. Estoy hablando en particular 
de la vivienda de ayuda mutua, que todos reconocemos ha tenido un exitoso desarrollo en la vida 
uruguaya. Lo mismo ocurre con los planes que el Sindicato Único Nacional de la Construcción y 
Anexos, el SUNCA, ha elaborado y está elaborando, los que, seguramente, serán la base de alguna 
presentación del PIT-CNT. 


A su vez, existe la posibilidad de realizar alguna modificación a la ley para poder aplicarla a 
breve plazo. En el Período anterior, en la Comisión de Población y Desarrollo participamos en la 
elaboración de dicha ley, pero sabemos que ahora hay que hacer -repito- alguna modificación. 


Ahora bien, creo que este tema es muy importante, por lo menos desde nuestra visión -lo 
decimos porque así lo entendemos- sobre todo en un mundo complejo, en un mundo en crisis, en 
momentos donde hay una situación medianamente buena pero que, diríamos, puede complicarse en 
cualquier momento porque, en realidad, nadie se imaginaba lo que iba a pasar en los Estados Unidos, 
así como en otros países. Hoy la vivienda también tiene una alta función económica; entonces, este no 
es solo un problema social sino que, además, repercute en una serie importante de actividades de 
pequeñas y medianas empresas que viven en torno a esta actividad. De ahí lo acertado del esfuerzo 
de priorizar el tema de la vivienda en este Período. 


Ahora bien, me pregunto por qué no “destopear”, si es posible. ¿Por qué no priorizar -lo que 
creo está en la mente del equipo aunque, sinceramente, no advertí que se lo expresara claramente- 
presupuestalmente hablando, en el próximo quinquenio, con fuerza, los objetivos prioritarios de la 
fuerza política en torno a este tema? 


Por otra parte, se ha calculado bien que son noventa y cuatro núcleos de riesgo, pero 
quisiera saber si tenemos los cálculos del número de familias, de casas y, por otro lado, los costos que 
ello insumiría; es decir, si conocemos aproximadamente los números que determina esta inversión, ya 
sea del lado público, privado o mixto. Pienso que saber si se trataría de US$ 300:000.000, US$ 
400:000.000, US$ 200:000.000 ó US$ 150:000.000, constituye un elemento central. Es clave poder 
aproximamos a las cifras, a través de distintos caminos, y poder llegar al final del quinquenio con los 
objetivos cumplidos. 


Por último, quiero hacer referencia a algunas zonas donde consideramos que existen reales 
riesgos de vida, y ya no desde el punto de vista del vertido de elementos insalubres. Me refiero, por 
ejemplo, a Torre 8, donde encontramos que por arriba pasan las torres de alta tensión y, por debajo, 


hay plombemia en forma bastante generalizada. Eso es lo que hemos podido apreciar en algunas 
recorridas por la zona, donde la gran mayoría de los niños padece anemia y deformaciones 
importantes. Quisiera saber si en la elaboración de las prioridades se ha tenido en cuenta esto. Cabe 
acotar que se trata de un terreno privado, donde no se puede construir absolutamente nada; sin 
embargo, de poder hacerse, evidentemente se construiría sobre un terreno que tiene, repito, la grave 
dificultad de la plombemia. 


Son varias las preguntas que he formulado y quizás el tiempo no sea suficiente para 
contestarlas todas, pero creo que algunas son más importantes que otras. Por tanto, quizás hoy se 
pueda dar respuesta a algunas de ellas, lo que, desde ya, agradezco. 


SEÑORA MINISTRA.- Estamos de acuerdo en que el gran desafío de este quinquenio es transformar 
políticas que han sido exitosas, pero puntuales, en aquellas nacionales que pueden atender los 
problemas en el nivel y con el universo de gente comprendido en ellos. Estamos pensando en un 
presupuesto acorde con eso, aunque limitado por condicionantes a nivel de capacidades institucionales 
que hay que construir paralelamente a la gestión de esas políticas de impacto nacional. 


Hablamos de que no se trata de un problema de vivienda, sino de segregación territorial, y 
queremos revertir esa situación; para ello, necesitamos planes de reordenamiento territorial que logren 
ese objetivo. Esto implica que, por más que hoy tuviéramos los US$ 6.000:000.000 necesarios para 
revertir las 100.000 unidades, necesitamos transitar por esas ideas o formas de pensar al país y ver 
cómo gestionar las regiones, los departamentos y los barrios, a fin de modificar situaciones. Entonces, 
no es ya posible, sino necesario, que tomemos el guante y nos planteemos políticas de reversión de 
esta situación al año 2030. 


Personalmente pienso que tampoco debemos caer en la simpleza de creer que las cosas se 
arreglan solo con dinero; para revertir todo esto se necesita no solo políticas de gestión del territorio, 
sino también algunas otras de índole social muy fuerte. Por eso hablé de los tiempos y de lo que 
podemos esperar con el Plan de Impacto. 


Es cierto que tenemos un diseño en cuanto a los montos necesarios en el Plan de 
Solidaridad, pero no nos atrevemos a exponerlos públicamente porque necesitamos la previa discusión 
y anuencia a nivel del gabinete ministerial y, además, porque el plan es tan “sui generis” y estamos 
apostando tanto al involucramiento de la sociedad en este proceso de integración, que aunque pudiera 
decir que con US$ 300:000.000 sería posible hacer 50.000 intervenciones, también sería cierto que 
podríamos hacer 130.000. No se trata de un problema matemático o financiero, sino de un tema que 
también depende de la fortaleza con que este Gobierno pueda presentar el programa y lograr el apoyo 
de la sociedad. 


Como ya hemos dicho, el tema de la pobreza no se soluciona con llaves en mano, sino con 
redes sociales que se vuelvan a tejer. Por eso vuelvo a lo que señalaba al principio: este no es un tema 
solo de vivienda ni del Ministerio correspondiente. 


Por otra parte, sí creo que hay cuestiones que deberemos discutir fuertemente cuando 
hablemos del Presupuesto, como la de los US$ 200:000.000 de los pasivos que están congelados. 
Este tipo de problemas nos llevará a luchar, pero contamos con el aval del Gobierno en su 
instrumentación como una política prioritaria, porque constituye la concepción de sociedad que 
estamos construyendo. Más desarrollo, con estos desgarros o con la forma de vivir en virtud de la cual 
los pobres y los ricos están en guetos, no queremos. 


Con respecto a la participación del movimiento cooperativo y, en general, a las grandes 
capacidades que tenemos acumuladas en cuanto a producción social del hábitat, podemos decir que 
es en ese punto donde se encuentra otro de los desafíos de esta política de vivienda, que es, 
justamente, hallar la forma de instrumentar este plan con la participación de esos sectores sociales. 
Esta es la primera vez que se instrumenta un plan que no se gesta solo a través de la acción del 
Estado, sino que incorpora, por ejemplo, el apoyo del movimiento cooperativo con la generación de 
grupos humanos que busquen una solución organizados en una cooperativa. 


Otro de los grandes desafíos es si el Estado puede enfrentar el problema de la pobreza 
apoyándose en sus organizaciones sociales, sin desviarse del objetivo y lograr la articulación y 
potenciación de las diferentes capacidades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos las claras expresiones de la señora Ministra de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, del señor Subsecretario y del señor Director Nacional de 
Vivienda, y nuevamente ponemos esta Comisión y los asesores con que cuenta el Parlamento a 
vuestra disposición para cualquier tipo de cambio de legislación que deseen proponer. 


SEÑORA MINISTRA.- Muchas gracias. 


(Se retiran de Sala la señora Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, Arquitecta Graciela Muslera, el señor Subsecretario, Arquitecto Jorge Patrone, y el señor 
Director Nacional de Vivienda, Arquitecto Américo Rocco) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


SEÑORA SECRETARIA.- “La Asociación de Promotores Privados de la Construcción del Uruguay 
remite vía mail su Plan Habitacional “GRANDES LÍNEAS DE ACCIÓN PARA UNA POLÍTICA 
HABITACIONAL SUSTENTABLE”, el cual fue reenviado a los correos electrónicos de los señores 
Senadores el lunes 22 de marzo”. 


Si me permiten los señores Senadores, quiero aclarar que este fue uno de los asuntos 
entrados del cual no pudo darse cuenta en la primera sesión por problemas informáticos, y que fue 
distribuido. 


El segundo asunto entrado es el siguiente: “La Mesa y los Coordinadores de la Junta 
Departamental de Soriano solicitan audiencia a efectos de intercambiar ideas sobre el proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes por el que se designa con el nombre de SACACHISPAS a 
la localidad del departamento de Soriano ubicada a cuatro kilómetros del Cerro de los Claveles, en la 
margen este del arroyo Perico Flaco”. 


Respecto a este asunto, puedo decir que este proyecto de ley surge por iniciativa de la 
Cámara de Representantes y fue aprobado por esta en marzo del año pasado, pero la Comisión 
decidió que no fuera tratado y así se hizo. 


A su vez, corresponde informar que en la Legislatura pasada la Comisión tuvo a estudio un 
proyecto de ley, aprobado por la Cámara de Representantes, por el que se imponían ciertos requisitos 
para la elevación de categoría de pueblos, villas y ciudades. Como consecuencia del tratamiento de 
esta iniciativa, que fue muy importante, contamos con la presencia del entonces Director Nacional de 
Ordenamiento Territorial, Arquitecto Roberto Villarmarzo, del Arquitecto Carlos Musso y de los 
representantes del ITU, de la Facultad de Arquitectura. En esa oportunidad, la Comisión resolvió 
postergar su tratamiento para más adelante, lo que, finalmente, no se llevó a cabo, debido, por un lado, 
a las grandes dificultades existentes en torno a las ciudades que tenían menos infraestructura y menos 
habitantes que otros pueblos o centros poblados y, por otro, a que no se logró conformar a todas las 
partes. A raíz de esta situación se resolvió que todos aquellos proyectos de ley -provenientes del Poder 
Ejecutivo o de la Cámara de Representantes o los que contaran con la iniciativa del Senado- referidos 
al cambio de denominación o de categoría de cualquier villa, pueblo o ciudad, no fueran tratados y 
pasaran al archivo, junto con todos aquellos sobre los que no se adoptó resolución por parte de las 
Comisiones. 


Quería poner en conocimiento a los señores Senadores de esta situación porque, 
justamente, la Junta Departamental de Soriano solicitó una audiencia por la reciente conmemoración 
del centenario de la localidad que se encuentra ubicada a cuatro kilómetros del Cerro de los Claveles, 


en la margen este del arroyo Perico Flaco, y no es de extrañar que quieran saber por qué no se trató el 
proyecto de ley correspondiente. Este proyecto de ley puede ser desarchivado únicamente si cuenta 
con iniciativa de alguna de las Cámaras. 


El último de los asuntos entrados es el siguiente: “La Federación Uruguaya de Cooperativas 
de Vivienda por Ayuda Mutua (FUCVAM) solicita audiencia con motivo de informar sobre lanzamientos 
que se realizarán en Río Branco por MEVIR. Adjuntan una nota dirigida a la Comisión del Edil 
Departamental de Cerro Largo Geener Amaral”, que es Edil por el Frente Amplio. Precisamente, en esa 
nota se explica la situación de varias personas que han sido desalojadas. 


La Comisión puede decidir si recibe a la Mesa Coordinadora de la Junta Departamental de 
Soriano y a la Federación Uruguaya de Cooperativas de Vivienda por Ayuda Mutua. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, sugiero que cada uno estudie los 
distintos temas y en la próxima reunión resolvamos si vamos a seguir con el criterio adoptado por la 
Comisión en la Legislatura pasada en cuanto a las denominaciones de los pueblos, villas y ciudades. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Con relación al planteo que hace FUCVAM, creo que sería conveniente recibir en 
alguna próxima sesión a los representantes de MEVIR para tratar temas generales que le competen y 
pedirles que nos informen acerca de este caso. 


SEÑORA SECRETARIA.- La Federación anuncia en la carta que vendría acompañada del Edil cuya 
nota se adjunta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, me gustaría informarme del 
asunto para tomar resolución al respecto en la próxima reunión de la Comisión, entre otros motivos, 
porque estamos en tiempos electorales municipales y quizás estos temas tan sensibles de vivienda 
deban ser estudiados con mucho cuidado. 


Proponemos, pues, posponer la decisión hasta la próxima sesión. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 31 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


